ASUNTO: TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

RADICADO: 66001 22 04 003 2019 00148

ACCIONANTE: Coronel NORBERTO SALGADO ZUBIETA 

 ACCIONADO: J3PCTO. DE PEREIRA

ASUNTO: IMPROCEDENTE


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
TUTELA CONTRA INCIDENTE DE DESACATO / REQUISITOS / LOS GENERALES CONTRA TODA DECISIÓN JUDICIAL / Y LOS ESPECIALES DETERMINADOS POR LA JURISPRUDENCIA / LA SIMPLE DISCONFORMIDAD CON LA DECISIÓN NO JUSTIFICA EL AMPARO.
… se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria…
La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela : (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos… y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable…
… la jurisprudencia de la Corte Constitucional en lo que tiene que ver con la procedencia de la acción de tutela contra las providencias judiciales que deciden un incidente de desacato, tema que fue tratado en la Sentencia T-343 de 2011 cuando señaló lo siguiente:
“… la prosperidad de una acción de tutela contra una decisión adoptada en el incidente de desacato requiere que el trámite incidental haya finalizado. En relación con el demandante se ha precisado que (i) los argumentos expuestos en el trámite del incidente de desacato y en la acción de tutela contra éste deben ser coherentes y no deben contradecirse; (ii) no le es dado presentar asuntos nuevos pues el momento procesal para argumentarlos es en el mismo incidente de desacato; y (iii) no puede pedir o presentar pruebas que no fueron originalmente solicitadas y que el juez no estaba obligado a practicar oficiosamente…”

En tal virtud, esta Sala descarta la presencia de causales de procedibilidad de la acción de tutela en el presente caso, toda vez que las providencias emitidas por el despacho demandado fueron proferidas en el curso de un incidente de desacato dispuesto en el Decreto 2591 de 1991, en el que se advirtió que el actor no había dado cumplimiento al fallo de tutela emitido el 7 de mayo de 2019…, situación que conllevó a la sanción que hoy se reprocha, lo que no permite deducir que en este caso específico se configuró una vía de hecho que vulnere a amenace de vulneración los derechos fundamentales invocados por el Coronel Salgado Zubieta.  En ese orden de ideas, la simple disconformidad de las personas afectadas por el resultado de una decisión, no puede tener la virtud de lesionar la legalidad del pronunciamiento de una autoridad judicial…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, dieciocho (18) de febrero de dos mil veinte (2020)

Aprobado por Acta No. 131
Hora: 3:10 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala resolver la acción de tutela interpuesta por Coronel NORBERTO SALGADO ZUBIETA  en contra del Juzgado 3º Penal del Circuito por considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso. 
2.  SÍNTESIS DE LOS HECHOS
2.1.  Procedente de la oficina de reparto de la Administración Judicial de Pereira, se recibió en esta Sala la acción de tutela instaurada por el Comandante de la Vigésima Segunda Brigada de Selva de San José del Guaviare del  Ejército Nacional, Coronel NORBERTO SALGADO ZUBIETA en contra del Juzgado 3º Penal del Circuito de esta ciudad por considerar vulnerados sus derechos fundamentales, al haberle impuesto una sanción dentro del trámite de incidente de desacato al fallo de tutela proferido por esa célula judicial el 7 de mayo de 2019, en la que se había amparado el derecho al debido proceso del ex soldado Jhon Galileo García Largo.  Al respecto, el accionante informó que ya había acatado la orden en el entendido de haber elaborado el informativo administrativo solicitado por el señor Jhon Galileo García Largo, configurándose una carencia actual de objeto por hecho superado y en tal virtud, solicitó que se revocara la sanción impuesta dentro del trámite incidental
.

2.2.  Como esta Sala había emitido el 21 de junio de 2019 sentencia de segunda instancia, por medio de la cual confirmó la decisión del 7 de mayo de 2019 del Juzgado 3º Penal del Circuito  de Pereira
,  e igualmente, en sede de consulta emitió auto de 16 de agosto de 2019 en el que se resolvió confirmar las sanciones impuestas por el Juzgado 3º Penal del Circuito al Coronel NORBERTO SALGADO ZUBIETA, Comandante Vigésima Segunda Brigada No.22 y al Teniente Coronel Mauricio León Torres, Comandante del Batallón de Apoyo y Servicio para el Combate No.22 de San José del Guaviare, Guaviare
, en providencia del 21 de octubre de 2019 consideró que la competencia para conocer la acción constitucional instaurada por el Coronel NORBERTO SALGADO ZUBIETA recaía en el superior jerárquico de esta Corporación y en ese orden de ideas, se dispuso la remisión de las diligencias a la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia
, a donde fue repartida dicha demanda de amparo
 y admitida en el Despacho del Magistrado Eugenio Fernández Carlier
.
2.3. El 12 de noviembre de 2019, la Sala de Decisión de Tutelas No.1 de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia negó el amparo invocado por el Coronel NORBERTO SALGADO ZUBIETA por considerar que no se había demostrado la concurrencia de alguna de las causales específicas de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales
.  Dicha decisión fue impugnada por el Coronel NORBERTO SALGADO ZUBIETA
 y le correspondió conocer del recurso a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, la que mediante auto del 22 de enero de 2020 con ponencia del Magistrado Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, resolvió declarar la nulidad del fallo dictado el 12 de noviembre de 2019 por la Sala de Casación Penal por falta de competencia de esa Corporación, sin perjuicio de la validez de todo lo actuado, salvo aquella decisión, y en consecuencia, ordenó remitir de inmediato el expediente a esta Sala a quien inicialmente había sido repartido para que tramitara el amparo en primera instancia
. 

2.4.  Mediante auto del 7 de febrero de 2020, el Despacho del suscrito Magistrado que funge como ponente de esta sentencia, se estuvo a lo dispuesto por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en el auto del 22 de enero de 2020 antes aludido y en ese orden de ideas, dispuso: i) avocar el conocimiento de la presente acción de tutela, ii) notificar el auto admisorio de la misma al Juzgado 3º Penal del Circuito y iii) vincular a la Litis al señor Hernán García Cuervo, padre del ex soldado Jhon Galileo García Largo y a la Dirección de Medicinal Laboral del Ejército Nacional
. 
3. RESUMEN DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. JUZGADO TERCERO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA 
Su titular informó que el señor Hernán García Cuervo interpuso acción de tutela a favor de los derechos fundamentales de su hijo Jhon Galileo García Largo, la que fue resuelta  de manera favorable a sus intereses  y confirmada en segunda instancia por esta Sala de Decisión.  Ante el incumplimiento de lo ordenado en la tutela, se sancionó por desacato a quienes debían acatar el fallo, sanción que fue confirmada en sede de consulta por esta Corporación.

La orden emitida al Comandante del Batallón consistió en la elaboración del informe de la lesión o accidente padecido por el joven Jhon Galileo García Largo, situación que generó su hospitalización e impidió reincorporarse a las funciones del Ejército Nacional, para que con base en dicho informe se pudiera surtir la actuación ante Sanidad Militar y lo correspondiente al tratamiento que requiere el mismo.
Indicó que el superior jerárquico del Comandante del Batallón es el Comandante de la Vigésima Segunda Brigada de Selva del Ejército Nacional Norberto Salgado Zubieta, quien fundamentó su solicitud de amparo en el supuesto de que se había configurado un hecho superado al haberse elaborado el informe que reporta la afectación que presenta el soldado García Largo.  Sin embargo, en el contexto de lo ordenado por ese Despacho en el fallo de tutela, se tuvo que no era suficiente la expedición de informe, habida cuenta que se tenían que realizar lo pertinente ante Sanidad Militar para el tratamiento necesario para el joven Jhon Galileo García Largo.

Consideró que la decisión tomada por ese juzgado, se encuentra ajustada a derecho, pues tanto el Comandante como su superior jerárquico, deben obedecer la orden en su totalidad.

Solicitó que se desestimen las pretensiones del actor (Fls. 119 y 120).
3.2.  Ninguno de los vinculados dio respuesta a la demanda de tutela, pese a haber sido notificados del auto admisorio de la misma el 7 de febrero de 2020 a través de sus correos electrónicos (Fls. 111-118).

4.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 y en el Decreto 1983 de 2017, que señalan que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado.

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  Por ello, se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. 

4.3.   La procedencia excepcional de la tutela

4.3.1. La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela
: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.    Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  
4.3.2. En relación con el requisito de inmediatez, la Corte ha manifestado que -por regla general- la acción de tutela debe ser instaurada oportunamente y dentro de un plazo razonable.
 Lo anterior no equivale a imponer un término de caducidad, ya que ello transgrediría el artículo 86 de la Constitución Política, que establece que la tutela se puede instaurar en cualquier tiempo sin distinción alguna
. El análisis de este requisito no se suple con un cálculo cuantitativo del tiempo transcurrido entre la vulneración o amenaza de los derechos y la instauración de la acción de tutela, sino que supone un análisis del caso particular conforme a diferentes criterios, tales como la situación personal del peticionario, el momento en el que se produce la vulneración, la naturaleza de la vulneración, la actuación contra la que se dirige la tutela y los efectos de esta en los derechos de terceros.

4.3.3. En lo referido al requisito de subsidiariedad, la Corte ha establecido que la tutela es procedente cuando (i) no exista otro mecanismo de defensa judicial; (ii) existiendo, la intervención del juez constitucional sea necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable
, evento en el cual procederá de manera transitoria; o (iii) si los mecanismos de defensa judicial no resultan idóneos o eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados, caso en el cual procederá de manera definitiva.
 La idoneidad se refiere a la aptitud material del mecanismo judicial para producir el efecto protector de los derechos fundamentales, lo que ocurre cuando el medio de defensa se corresponde con el contenido del derecho, mientras que la eficacia hace alusión al hecho que el mecanismo esté diseñado de forma tal que brinde de manera oportuna e integral una protección al derecho amenazado o vulnerado.
 
4.4. Ahora bien, el accionante acudió al juez constitucional con el fin de que se ampare su derecho fundamental al debido proceso al considerar que el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira no debió imponer sanción dentro del trámite incidental promovido por el señor Hernán García Cuervo en representación de su hijo Jhon Galileo García Largo, a sabiendas de que la orden dada en la sentencia de tutela se había cumplido.  Al respecto, se hace necesario tener en cuenta la jurisprudencia de la Corte Constitucional en lo que tiene que ver con la procedencia de la acción de tutela contra las providencias judiciales que deciden un incidente de desacato, tema que fue tratado en  la Sentencia T-343 de 2011 cuando señaló lo siguiente:
“Los jueces de instancia rechazaron la tutela impetrada porque consideraron que la garantía constitucional no procedía en el curso de un incidente de esta naturaleza. Empero, esta postura contradice la tesis defendida por la Corte Constitucional
, la cual de manera excepcional ha admitido la posibilidad de impetrar la acción de tutela contra las providencias adoptadas en el trámite de un incidente de desacato cuando la providencia incurre en defectos, el juez del desacato se extralimita en sus funciones, vulnera el derecho a la defensa de las partes o impone una sanción arbitraria
.

En esa medida son aplicables los requisitos de procedibilidad señalados respecto de la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

La procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales tiene un carácter excepcional
, está supeditada, entre otras cosas, a que los efectos de una decisión judicial vulneren o amenacen derechos fundamentales y a que no exista otro mecanismo judicial idóneo para proteger el derecho comprometido. Esta Corporación ha sentado una abundante jurisprudencia en torno a lo que en los primeros años fue llamado vía de hecho y que más recientemente ha experimentado una evolución terminológica hacia el concepto de causales genéricas de procedibilidad de la acción de tutela, en cuanto a la procedencia de esta acción constitucional para controvertir providencias judiciales (sentencias y autos). Sobre este extremo ha señalado:

Inicialmente el concepto de vía de hecho –el cual tuvo origen en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y, en definitiva, debe su denominación a la figura propia del derecho administrativo- fue empleado por la Corte Constitucional para referirse a errores groseros y burdos presentes en las providencias judiciales, los cuales en alguna medida suponían un actuar arbitrario y caprichoso del funcionario judicial, proceder que a su vez daba lugar a la protección constitucional de los ciudadanos afectados por la decisión judicial.

Ahora bien, la expresión vía de hecho, si bien resultaba ilustrativa de algunos de los eventos que pretende describir, tales como errores burdos o arbitrariedades en las decisiones judiciales, no abarca todos los supuestos de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por una parte, y adicionalmente puede entenderse que tiene una connotación de deslegitimación o sindicación peyorativa del juez que profiere la sentencia objeto de una tutela, razón por la cual la jurisprudencia constitucional desde hace algunos años ha sugerido el abandono de la anterior terminología y su sustitución por la expresión causales genéricas de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.  

Por otro lado, como consecuencia de lo anterior, el ajuste descrito trasciende de lo terminológico a lo conceptual. En primer lugar, se establece como fundamento esencial de las causales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, la violación de la Constitución por parte de la decisión examinada. Esta vulneración sustancial del derecho al debido proceso se materializa en los distintos defectos identificados por la jurisprudencia constitucional a lo largo de estos años, entre los que se cuentan: 

1. Defecto orgánico, que tiene lugar cuando el funcionario judicial que emite la decisión carece, de manera absoluta, de competencia para ello.

2. Defecto procedimental absoluto, que tiene lugar cuando el Juez actuó al margen del procedimiento establecido.

3. Defecto material o sustantivo, que se origina cuando las decisiones son proferidas con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, o que presentan una evidente contradicción entre los fundamentos y la decisión.

4. Defecto fáctico por no haberse decretado, practicado o valorado pruebas debidamente solicitadas o recaudadas en el curso de proceso, o por haberse valorado pruebas nulas o vulneradoras de derechos fundamentales. 

5. Error inducido, que se presenta cuando la autoridad judicial ha sido engañada por parte de terceros y ese engaño lo llevó a tomar una decisión que afecta derechos fundamentales.

6. Decisión sin motivación, que tiene lugar cuando el funcionario judicial no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de su decisión, pues es en dicha motivación en donde reposa la legitimidad de sus providencias.

7. Desconocimiento del precedente, que se origina cuando el juez ordinario, por ejemplo, desconoce o limita el alcance dado por esta Corte a un derecho fundamental, apartándose del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, también cuando se aparta del precedente sentado por los órganos de cierre de su respectiva jurisdicción o de su propio precedente.

Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional también ha precisado como requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, cuya presencia debe ser verificada por el juez antes de pasar a examinar las causales materiales que darían lugar a que prosperara el amparo solicitado, los siguientes:
· Que el asunto objeto de debate sea de evidente relevancia constitucional.

· Que se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable.

· Que se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental.

· Cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en la sentencia objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora.

· En la solicitud del amparo tutelar se deben identificar los hechos que generaron la vulneración y los derechos afectados y que se hubiere alegado tal vulneración dentro del proceso judicial, siempre que ello hubiere sido posible.

· Que no se trate de sentencias de tutela, por cuanto los debates sobre derechos fundamentales no pueden prolongarse indefinidamente.

Adicionalmente, la Corte ha considerado que para que la acción de tutela contra la providencia que resuelve un incidente de desacato prospere será necesario que se verifiquen los siguientes requisitos:

(...) que las razones que el peticionario exponga en su escrito de tutela deben ser coherentes con los argumentos esgrimidos durante el incidente y que las pruebas que pretenda hacer valer hayan sido solicitadas, conocidas o analizadas en la etapa incidental porque de lo contrario la tutela no sería procedente en tanto que ésta no puede ser utilizada como un remedio procesal ante la desidia o negligencia del interesado

4.5. En la acción de tutela no es admisible alegar cuestiones que debieron haber sido debatidas en el desacato o circunstancias nuevas que no fueron manifestadas en su momento y menos solicitar la práctica de pruebas no pedidas durante el trámite incidental. Esto en atención a que -se reitera- la tutela no es un mecanismo alternativo de los procesos judiciales ni puede ser utilizada para remediar falencias del actor durante el trámite del proceso ordinario.

Entonces, la prosperidad de una acción de tutela contra una decisión adoptada en el incidente de desacato requiere que el trámite incidental haya finalizado. En relación con el demandante se ha precisado que (i) los argumentos expuestos en el trámite del incidente de desacato y en la acción de tutela contra éste deben ser coherentes y no deben contradecirse; (ii) no le es dado presentar asuntos nuevos pues el momento procesal para argumentarlos es en el mismo incidente de desacato; y (iii) no puede pedir o presentar pruebas que no fueron originalmente solicitadas y que el juez no estaba obligado a practicar oficiosamente. Por su parte el juez constitucional que conoce de una tutela contra la providencia de desacato debe limitarse a estudiar (i) si el juez que decidió el incidente de desacato se ajustó a la orden de amparo proferida cuyo incumplimiento define; (ii) si respetó el debido proceso y (iii) si la sanción impuesta – si fuere el caso – no es arbitraria, sin que por otra parte pueda reabrir el debate o decidir sobre el fondo del asunto ya fallado en la tutela donde se produjo el incidente de desacato que se ataca, ni cambiar la protección concedida o el alcance y contenido de aquella.
” (Subrayas nuestras)  

4.5. De las pruebas que obran dentro de la foliatura, se desprende que el  Juzgado 3º Penal del Circuito profirió sentencia de tutela de primera instancia el 7 de mayo de 2019,  por medio de la cual amparó el derecho fundamental al debido proceso invocado por el agente oficioso del joven Jhon Galileo García Largo, y ordenó al Ministerio de Defensa Nacional - Ejército Nacional – Comandante del Batallón de Apoyo y Servicio para el Combate No.22 de San José del Guaviare que en el término de 15 días elaborara informativo administrativo laboral por lesiones del accionante con base en los hechos dados a conocer por el señor Hernán García Cuervo el 6 de septiembre de 2017 y lo notifique al interesado.  Adicionalmente, que dentro del mes subsiguiente la autoridad competente de ese Ministerio debía realizar el trámite correspondiente para convocar a Junta Médica de Calificación de Invalidez con el fin de valorar al señor Jhon Galileo García Largo y así determinar el porcentaje de pérdida de capacidad laboral para los fines a que haya lugar. A su vez, dicha Junta debía valorar el caso, producir y notificar su decisión en lapso máximo de no mayor de tres meses siguientes a la notificación de esta sentencia (Fl. 16 frente y vuelto).  Dicho fallo fue impugnado por el Comandante del Batallón de A.S.P.C. No.22 “T.C. Benedicto Triana” y esta Sala de Decisión con ponencia del suscrito Magistrado que ahora funge igualmente como ponente de esta providencia, mediante sentencia de segunda instancia del 21 de junio de 2019, resolvió confirmarlo (Fls.  15-19).   Ante el incumplimiento de la orden dada por el Juzgado 3º Penal del Circuito, ese Despacho adelantó el trámite incidental con base en los artículos 27 y 52 del Decreto de 1991 el cual culminó con decisión del 15 de julio de 2019, en la que resolvió imponer sanción de arresto por tres (3) días y multa equivalente a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, al Coronel Norberto Salgado Zubieta, Comandante Vigésima Segunda Brigada No.22 y al Teniente Coronel Mauricio León Torres, Comandante del Batallón de Apoyo y Servicio para el Combate No.22 de San José del Guaviare, del Ejército Nacional (Fl. 21 frente y vuelto).  Tal decisión fue objeto de consulta y esta Sala mediante auto del 16 de agosto de 2019 consideró que debía confirmarla, pero modificó la cuantía de la sanción de arresto  y la redujo a un (1) día (Fls. 20-23).
4.6. El trámite de incidente de desacato a tutela está regulado en los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991 en los siguientes términos: 
“ARTÍCULO 27. CUMPLIMIENTO DEL FALLO. Proferido el fallo que conceda la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirla sin demora.
(…) El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia.
Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad del funcionario en su caso. (…)”.
“ARTÍCULO 52. DESACATO. La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales salvo que en este Decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.
La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción.” 
4.6.1. La Corte Constitucional en la Sentencia T-512 de 2011 indicó que el incidente de desacato es un mecanismo de creación legal que procede a petición de la parte interesada, de oficio o por intervención del Ministerio Público, el cual tiene como propósito que el juez constitucional, en ejercicio de sus potestades disciplinarias, sancione con arresto y multa a quien desatienda las órdenes de tutela mediante las cuales se protejan derechos fundamentales, considerando lo siguiente:
“De acuerdo con su formulación jurídica, el incidente de desacato ha sido entendido como un procedimiento: (i) que se inscribe en el ejercicio del poder jurisdiccional sancionatorio[30]; (ii) cuyo trámite tiene carácter incidental.

Acorde con lo establecido legalmente, esta Corporación ha expresado que el desacato puede concluir con: “(i) la expedición de una decisión adversa al accionado, circunstancia en la cual debe surtirse el grado jurisdiccional de consulta ante el superior jerárquico con el propósito de que se revise la actuación de primera instancia, quien después de confirmar la respectiva medida, deja en firme o no la mencionada decisión para que proceda su ejecución, en ningún caso esta providencia puede ser objeto de apelación por no haber sido consagrada su procedencia por parte del legislador, y (ii) la emisión de un fallo  que no impone sanción alguna, evento en el cual se da por terminado el respetivo incidente con una decisión ejecutoriada”[31].
“(…) el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional. Por tal motivo, debe precisarse que la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia.

Desde esa perspectiva, el incidente de desacato debe entenderse como un instrumento procesal para garantizar plenamente el derecho constitucional a la administración de justicia del accionante (art. 229 C.P.), puesto que éste permite la materialización de la decisión emitida en sede de tutela, con lo cual no basta con que se otorgue a las personas la posibilidad de acudir a la tutela y que con ella se protejan sus derechos fundamentales, sino que existan medios que ayuden al cabal cumplimiento de la orden proferida por el juez constitucional”[34].
(…) en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, y quiere evitar la imposición de una sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor”. (Subrayas propias) 

4.7. De conformidad con la norma y el precedente jurisprudencial antes relacionados, esta Sala concluye que el Juzgado 3º Penal del Circuito no desconoció el derecho al debido proceso al Comandante de la Vigésima Segunda Brigada de Selva de San José del Guaviare del  Ejército Nacional, Coronel NORBERTO SALGADO ZUBIETA, ya que dentro del trámite incidental se respetaron sus garantías legales y constitucionales, quien tuvo la oportunidad de defenderse y exponer las pruebas que ameritaban el caso, trámite que culminó con una sanción que fue confirmada por el superior funcional del accionado.  Además, el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira en auto del 11 de septiembre de  2019, luego de que recibiera una solicitud del actor tendiente a que inaplicara la sanción impuesta al mismo al haber elaborado el informativo al joven Jhon Galileo García Largo, consideró que no se podía levantar la sanción con fundamento en que el informe administrativo por lesiones carecía de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conforme a lo dispuesto en el artículo 24 del Decreto 1976 de 2000, fuera de que la Dirección de Sanidad Militar no había llamado al soldado García Largo para que compareciera a la Junta Médica Laboral (Fl. 56).
4.8. En tal virtud, esta Sala descarta la presencia de causales de procedibilidad de la acción de tutela en el presente caso, toda vez que las providencias emitidas por el despacho demandado fueron proferidas en el curso de un incidente de desacato  dispuesto en el Decreto 2591 de 1991, en el que se advirtió que el actor no había dado cumplimiento al fallo de tutela emitido el 7 de mayo de 2019 a favor del joven Jhon Galileo García Largo, situación que conllevó a la sanción que hoy se reprocha, lo que no permite deducir que en este caso específico se configuró una vía de hecho que vulnere a amenace de vulneración los derechos fundamentales invocados por el Coronel Salgado Zubieta.  En ese orden de ideas, la simple disconformidad de las personas afectadas por el resultado de una decisión, no puede tener la virtud de lesionar la legalidad del pronunciamiento de una autoridad judicial, pues la declaratoria de vía judicial de hecho implica un juicio riguroso, ya que quebranta los principios de cosa juzgada y de juez natural,  tal y como lo  advirtió la Corte Constitucional en la sentencia  SU-087 de 1999, de la que fue ponente el H. M. José Gregorio Hernández, en la cual se dijo lo siguiente:  

"... la vía judicial de hecho -que ha sido materia de abundante jurisprudencia- no es una regla general sino una excepción, una anormalidad, un comportamiento que, por constituir burdo desconocimiento de las normas legales, vulnera la Constitución y quebranta los derechos de quienes acceden a la administración de justicia. Es una circunstancia extraordinaria que exige, por razón de la prevalencia del Derecho sustancial (artículo 228 C.P.), la posibilidad, también extraordinaria, de corregir, en el plano preferente de la jurisdicción constitucional, el yerro que ha comprometido o mancillado los postulados superiores de la Constitución por un abuso de la investidura.  "Naturalmente, ese carácter excepcional de la vía de hecho implica el reconocimiento de que, para llegar a ella, es indispensable la configuración de una ruptura patente y grave de las normas que han debido ser aplicadas en el caso concreto."
 (Sentencia T-492 del 7 de noviembre de 1995. Corte Constitucional). 
4.9. Igualmente, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:  “el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.”
 (Subrayas fuera del texto original) 
4.10. De tal manera que por vía de de tutela, no es viable revivir términos de caducidad agotados, en la medida que se convertiría en un mecanismo que atentaría contra el principio de seguridad jurídica y se desnaturalizaría el propósito mismo de la acción constitucional de protección de los derechos fundamentales, debiendo recordarse que la autoridad encargada del cumplimiento del fallo es el juez de primera instancia, que para este caso es el Jugado 3º Penal del Circuito de esta ciudad.

4.11.  En ese orden de ideas, esta Colegiatura considera que no se configuró la existencia de un hecho superado como lo indicó el actor, sobre lo cual se cita lo manifestado por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en su decisión del 12 de noviembre de 2019 (Fls. 62 y 63):
“(…) 3. En el caso sub judice, no encuentra la Sala que se den los presupuestos establecidos por la Corte Constitucional y esta Corporación para declarar superado el hecho, y en consecuencia, disponer la inaplicación de la sanción como lo solicitó el actor.  

La anterior tesis se fundamenta en que la figura del hecho superado se presenta cuando en el interregno de la radicación de la demanda de tutela y el respectivo fallo, la entidad accionada logra satisfacer la pretensión del accionante, situación que evidentemente no se adecúa al presente caso en el que fue necesario no solo tutelar los derechos fundamentales de Jhon Galileo García Largo, sino además buscar el acatamiento del fallo a través de  medidas coercitivas como el incidente de desacato
Ahora, si lo pretendido por el actor era que se dejara sin efectos la sanción impuesta en su contra, porque en su criterio dio cabal cumplimiento a lo ordenado en el fallo, resulta necesario precisar este aspecto ya fue analizado por el juez que profirió la decisión y determinó, con base en lo allegado por el mismo NORBERTO SALGADO ZUBIETA y lo informado por García Largo, que aún no se había cumplido íntegramente lo ordenado en la sentencia.  Así, mediante auto del 11 de septiembre de la presente anualidad sostuvo que como el informativo administrativo elaborado por el incidentado no mencionaba las circunstancias de modo, tiempo  y lugar en que ocurrió la lesión sufrido por García Largo conforme lo dispone el artículo 24 del Decreto 1796 de 2000, se abstenía de dejar sin efectos la sanción impuesta.
En este orden, si la autoridad accionada (Juzgado Tercero Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira) en ejercicio de su autonomía e independencia judicial y con fundamento en la información aportada por las partes,  optó, por ahora, por inhibirse de inaplicar la sanción, mal podría otro juez de igual naturaleza constitucional entrar a hacer un nuevo análisis sobre lo mismo cuando la situación fáctica no ha variado”.  (Subrayas fuera del texto original)
4.12.  Por lo discurrido, se declarará improcedente el amparo solicitado en lo que respecta a la decisión tomada dentro del trámite incidental objeto de inconformidad, por cuanto no se vislumbra una vía de hecho que amenace los derechos fundamentales invocados por el actor.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por  el Comandante de la Vigésima Segunda Brigada de Selva de San José del Guaviare del  Ejército Nacional, Coronel NORBERTO SALGADO ZUBIETA en contra del Juzgado 3º Penal del Circuito de esta ciudad, por las razones esbozadas en la parte considerativa.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Folios 1 al 13


� Folios 15 al 19


� Folios 20 al 23


� Folio 24 frente y vuelto 


� Folio 28


� Folios 29 y 30


� Folios 58 al 66


� Folios 76 al 81


� Folio 88 al 92


� Folio 110


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-600 de 2002. 
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� Sentencias SU-189 de 2012. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, fundamento jurídico Nº 2; y T-246 de 2015. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez, fundamento jurídico Nº 2.3.


� Sentencias T-374 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa, fundamento jurídico Nº 4.1.3; T-060 de 2016. M.P. Alejandro Linares Cantillo, fundamento jurídico Nº 27; y SU-049 de 2017. M.P. María Victoria Calle Correa, fundamento jurídico N° 3.4.


� Estos criterios fueron sintetizados en la Sentencia SU-391 de 2016. M.P. Alejandro Linares Cantillo, fundamento jurídico Nº 62. También son referidos en las Sentencias T-158 de 2006. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, fundamento jurídico Nº 19; SU-499 de 2016. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, fundamento jurídico Nº 11; y T-195 de 2017. M.P. (e) José Antonio Cepeda Amarís, fundamento jurídico N° 4.4.


� La jurisprudencia constitucional ha fijado los siguientes elementos para considerar cuándo se está ante la posible configuración de un perjuicio irremediable: (i) que se esté ante un perjuicio inminente o próximo a suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable.
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� Así, en fecha reciente, sostuvo esta Corporación: “[e]n los últimos años se ha venido presentando una evolución de la jurisprudencia constitucional acerca de las situaciones que hacen viable  la acción de tutela contra providencias judiciales. Este desarrollo ha llevado a concluir que las sentencias judiciales pueden ser atacadas mediante la acción de tutela por causa de otros defectos adicionales, y que, dado que esos nuevos defectos no implican que la sentencia sea necesariamente una «violación flagrante y grosera de la Constitución», es  más adecuado utilizar el concepto de «causales genéricas de procedibilidad de la acción»  que el de «vía de hecho»”, sentencia T-774 de 2004.
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